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NULIDAD DE CRÉDITOS FISCALES POR CARECER DE FIRMA AUTÓGRAFA. AL 

IMPLICAR LA INEXISTENCIA DEL ACTO, IMPIDE ANALIZAR LOS CONCEPTOS 

DE ANULACIÓN RELATIVOS AL FONDO DEL ASUNTO. 

 

En dicho supuesto de nulidad, se surte una excepción a la regla prevista en el artículo 51, 

penúltimo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, porque 

la falta de firma es un vicio distinto al derivado de la incompetencia de la autoridad 

demandada, y es ésta la que obliga, en su caso, a que en atención al principio de mayor 

beneficio, se analicen los conceptos de anulación relativos al fondo del asunto; sin 

embargo, como la nulidad señalada implica la inexistencia del acto, resulta no sólo ocioso, 

sino contradictorio, que se emita un pronunciamiento sobre el contenido de aquél, en tanto 

que dicha inexistencia acarrea la imposibilidad de analizar sus razones y fundamentos, lo 

cual no logra superarse ni aun a la luz del principio invocado, porque se está en presencia, 

se insiste, de un acto inexistente. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE 

LA DECIMOPRIMERA REGIÓN, CON RESIDENCIA EN COATZACOALCOS, 

VERACRUZ. 

 

Amparo directo 425/2018 (cuaderno auxiliar 811/2018) del índice del Sexto Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, con apoyo del Segundo Tribunal 

Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Decimoprimera Región, con residencia en 

Coatzacoalcos, Veracruz. Textilera Mexicana El Shadai, S.A. de C.V. 30 de octubre de 

2018. Unanimidad de votos. Ponente: Sergio Rochin García, secretario de tribunal 

autorizado por el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones 

de Magistrado, en términos del artículo 26, en relación con el diverso 81, fracción XXII, de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Secretario: Javier González Sánchez. 

 



 

Esta tesis se publicó el viernes 15 de febrero de 2019 a las 10:17 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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COSA JUZGADA EN MATERIA LABORAL. SE ACTUALIZA CUANDO EN UN 

JUICIO PREVIO SE DEMANDA EL RECONOCIMIENTO DE UN PERIODO 

ESPECÍFICO COMO ANTIGÜEDAD GENERAL DE EMPRESA Y EN UNO 

POSTERIOR, SE RECLAMA EL MISMO LAPSO O UNO INMERSO EN AQUÉL. 

 

Conforme a la jurisprudencia 1a./J. 161/2007, emitida por la Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, febrero de 2008, página 197, de rubro: "COSA 

JUZGADA. PRESUPUESTOS PARA SU EXISTENCIA.", la excepción de cosa juzgada 

procede cuando coinciden los siguientes presupuestos: 1. Los sujetos; 2. El objeto; 3. La 

causa generadora o hechos jurídicos que sirven como fundamento al derecho que se 

demanda; y, 4. Se resuelve de fondo la pretensión propuesta; así, basta que uno solo difiera 

para que dicha figura sea improcedente. En este sentido, aunque es verdad que la 

antigüedad general de empresa es de tracto sucesivo porque se genera día a día mientras 

subsiste la relación de trabajo, cuando se demanda la nulidad o modificación del convenio, 

o el reconocimiento efectuado por el patrón para que se reconozca al actor un periodo en 

específico, y le sea acumulado al reconocido, no se está frente a una acción de tracto 

sucesivo, mutable y variable que permita reclamarse en uno o varios juicios, aunque 

subsista la relación laboral y se aleguen y exhiban pruebas diversas a las que se ofrecieron 

en un primer juicio, toda vez que el reconocimiento de ese periodo no depende ni se 

modifica con la antigüedad que siga generando el trabajador con motivo de la subsistencia 

de la relación laboral. Por ende, cuando en un nuevo juicio se reclama el reconocimiento de 

un mismo periodo o uno inmerso en aquél, se surte la identidad de causas y, por tanto, se 

actualiza la institución de la cosa juzgada, pues el reclamo de la nueva acción se sustenta en 

el mismo hecho generador, esto es, de un lapso ya demandado, respecto del cual, existe una 

verdad legal inmutable, puesto que al resolverse en el primer laudo la procedencia o no del 

reconocimiento de ese periodo, se resolvió la litis, sin que pueda examinarse en un juicio 

posterior. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO 

CIRCUITO. 

 



Amparo directo 1087/2017. 18 de octubre de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Juan 

Carlos Moreno Correa. Secretaria: Silvia Valeska Soberanes Sánchez. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 15 de febrero de 2019 a las 10:17 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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OBJECIÓN DE PAGO DEL CHEQUE POR SU NOTORIA ALTERACIÓN O 

FALSIFICACIÓN DE LA FIRMA. LA INSTITUCIÓN DE CRÉDITO LIBRADA NO 

PUEDE OPONER COMO EXCEPCIÓN LA CULPA DEL LIBRADOR, CUANDO SE 

INTENTA LA ACCIÓN DE OBJECIÓN DE CHEQUES EXPEDIDOS EN LOS 

ESQUELETOS PROPORCIONADOS POR AQUÉLLA (INTERPRETACIÓN DE LOS 

PÁRRAFOS PRIMERO Y SEGUNDO DEL ARTÍCULO 194 DE LA LEY GENERAL 

DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO). 

 

Los antecedentes históricos, legislativos y doctrinales evidencian que anteriormente no 

existía disposición para que los cheques fueran expedidos por el banco librado en los 

esqueletos o talonarios que hubiera otorgado al librador. Posteriormente, la Ley General de 

Títulos y Operaciones de Crédito estableció que el cheque sólo podía ser expedido por 

quien, teniendo fondos disponibles en una institución de crédito, fuera autorizado por ésta 

para librar cheques a su cargo; y que dicha autorización se entenderá concedida porque la 

institución de crédito proporcione al librador esqueletos especiales para la expedición de 

cheques, o le acredite la suma disponible en cuenta de depósito a la vista, es decir, esa 

disposición atiende a la necesidad de regular la expedición de cheques en los talonarios o 

esqueletos proporcionados por la institución de crédito. Por lo tanto, en la objeción de pago 

del cheque por su notoria alteración o falsificación de la firma, prevista por el segundo 

párrafo del artículo 194 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, la 

institución librada no puede oponer como excepción que el librador haya dado lugar a la 

alteración o falsificación por su culpa, de sus factores, representantes o dependientes, a que 

se refiere el primer párrafo del mismo artículo, lo que tiene apoyo en que el supuesto 

previsto por el segundo párrafo en cita, se refiere a la objeción del pago del cheque cuando 

se trate de aquéllos extendidos en esqueletos de los que el librado hubiere proporcionado al 

librador, mientras que el primer párrafo del precepto citado no hace referencia a tales 

esqueletos, sino que es una reminiscencia (hoy anacrónica) de la época en que no se 

requería que los cheques fueran expedidos en esqueletos proporcionados por la institución 

de crédito. 

 

PLENO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 



 

Contradicción de tesis 13/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 

Segundo y Séptimo, ambos en Materia Civil del Primer Circuito. 5 de diciembre de 2018. 

Mayoría de doce votos de los Magistrados: J. Jesús Pérez Grimaldi (presidente en 

sustitución en términos del artículo 14 del Acuerdo General 8/2015 del Pleno del Consejo 

de la Judicatura Federal), José Rigoberto Dueñas Calderón, Luz Delfina Abitia Gutiérrez, 

Francisco Javier Sandoval López, Mauro Miguel Reyes Zapata, Edith E. Alarcón 

Meixueiro, Carlos Manuel Padilla Pérez Vertti, Elisa Macrina Álvarez Castro, José Juan 

Bracamontes Cuevas, Ana María Serrano Oseguera, María Concepción Alonso Flores y 

Carlos Arellano Hobelsberger. Ausente: Neófito López Ramos. Disidente: Magistrado J. 

Refugio Ortega Marín (voto particular). Ponente: Francisco Javier Sandoval López. 

Secretario: Benjamín Garcilazo Ruiz.  

Tesis y criterio contendientes:  

Tesis I.7o.C.33 C (10a.), de título y subtítulo: “OBJECIÓN DE PAGO DE CHEQUES. 

SUPUESTO EN QUE LA CULPA DEL LIBRADOR HACE IMPROCEDENTE LA 

ACCIÓN (INTERPRETACIÓN DE LOS PÁRRAFOS PRIMERO Y SEGUNDO DEL 

ARTÍCULO 194 DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIÓN DE 

CRÉDITO).”, aprobada por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 

Circuito, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta en mayo de 

2013, Décima Época, Libro XX, Tomo 3, mayo de 2013, página 2005, y  

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 

resolver el amparo directo 311/2017. 

 
Ejecutorias  

Contradicción de tesis 13/2018. 

Votos  

43107 

 

Esta tesis se publicó el viernes 15 de febrero de 2019 a las 10:17 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

lunes 18 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 
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PERSONAS MORALES CON FINES NO LUCRATIVOS. SISTEMA DE 

TRIBUTACIÓN DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 

2004, 2005, 2006, 2007 Y 2010). 

 

De la interpretación gramatical y aplicación estricta prevista en el artículo 5o. del Código 

Fiscal de la Federación, y de los artículos 93, 94, 95 y 176, fracción III, de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta en las vigencias indicadas, se advierte que las personas morales 

con fines no lucrativos (como las asociaciones religiosas) no son sujetos pasivos de esta 

contribución, porque sus objetivos sociales no se vinculan con el lucro o la obtención de 

ingresos. Sin embargo, como excepción a dicha causación, en ejercicio de la 

proporcionalidad, razonabilidad y motivación de la libre configuración legislativa 

establecida en los artículos 16, 73 y 74 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, serán causantes del impuesto si obtienen ingresos en términos de los capítulos 

IV, VI y VII del Título IV denominado "De las personas físicas" y, por ende, en 

cumplimiento del artículo 93 indicado, deberán aplicar el sistema de tributación contenido 

en este último título, con inclusión del sistema de deducciones respectivo. De esta manera, 

para la procedencia de la deducción no estructural de donaciones, deberán reunir los 

requisitos del numeral 176, fracción III, en comento, esto es, además de no ser onerosas o 

remunerativas, deberán ser entregadas a los donatarios expresamente autorizados en ese 

numeral, o bien, para los fines educativos ahí señalados. Cuestión ésta que excluye la 

posibilidad de considerar a las deducciones entregadas de manera general, al no reunir los 

requisitos particulares que para la aplicación de esa aminoración de la base, previó el 

legislador. 

 

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Contradicción de tesis 12/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Sexto y 

Décimo Segundo, en contra del criterio sustentado por el Tercero, Décimo Tercero y 

Décimo Quinto, todos en Materia Administrativa del Primer Circuito, así como del Octavo 

Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en 

Naucalpan de Juárez, Estado de México. 27 de noviembre de 2018. Unanimidad de veintiún 

votos de los Magistrados José Antonio García Guillén (Presidente), Carlos Ronzón Sevilla, 

Rolando González Licona, Miguel de Jesús Alvarado Esquivel, Guillermo Arturo Medel 

García, Pablo Domínguez Peregrina, Salvador González Baltierra, Francisco García 

Sandoval, María Guadalupe Saucedo Zavala, Sergio Urzúa Hernández, Jorge Arturo 

Camero Ocampo, Urbano Martínez Hernández, Marco Antonio Cepeda Anaya, Gaspar 

Paulín Carmona, Irma Leticia Flores Díaz, María Guadalupe Molina Covarrubias, Germán 

Eduardo Baltazar Robles, Armando Cruz Espinosa, José Eduardo Alvarado Ramírez, 

Guadalupe Ramírez Chávez y Guillermina Coutiño Mata. Ponente: Miguel de Jesús 

Alvarado Esquivel. Secretaria: Yadira Elizabeth Medina Alcántara.  

Criterios contendientes:  

El sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 

Circuito, al resolver la revisión fiscal 339/2013, el sustentado por el Décimo Segundo 



Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo 

directo 773/2013, en contra del sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 701/2015, el sustentado 

por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al 

resolver el amparo directo 575/2016, el sustentado por el Décimo Quinto Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver la revisión fiscal 

452/2012, y el diverso sustentado por el Octavo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 

Auxiliar de la Primera Región, al resolver el amparo directo 798/2013 (cuaderno auxiliar 

862/2013).  

Nota: En términos del artículo 44, último párrafo, del Acuerdo General 52/2015, del Pleno 

del Consejo de la Judicatura Federal que reforma, adiciona y deroga disposiciones del 

similar 8/2015, relativo a la integración y funcionamiento de los Plenos de Circuito, esta 

tesis forma parte del engrose relativo a la contradicción de tesis 12/2018, resuelta por el 

Pleno en Materia Administrativa del Primer Circuito. 

 
Ejecutorias  

Contradicción de tesis 12/2018. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 22 de febrero de 2019 a las 10:24 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

lunes 25 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 
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NEGATIVA FICTA. ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN 

EL QUE SE RECLAMA ESA FIGURA, AL NO OPERAR EN ESTE EL PRINCIPIO DE 

LITIS ABIERTA. 

 

Conforme a las diversas opiniones doctrinales sobre el silencio administrativo y a la 

regulación de la negativa ficta en los diferentes ordenamientos jurídicos que la prevén (en 

los ámbitos federal y local), esta figura constituye una ficción legal de carácter procesal que 

nace como un instrumento para la apertura de la vía contenciosa administrativa ante el 

silencio de la autoridad por resolver en forma expresa (por escrito) una instancia, petición o 

recurso, entendiéndose que lo hizo en sentido negativo a los intereses del particular. Por 

otra parte, el principio de litis abierta es una institución que permite la libre expresión de 

argumentos en el juicio contencioso administrativo, inclusive de los no planteados en el 

recurso administrativo, lo que implica, además, que pueda señalarse como acto impugnado, 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=28358&Clase=DetalleTesisEjecutorias


simultáneamente a la resolución recaída al recurso, la recurrida en sede administrativa. Por 

tanto, cuando se reclama una negativa ficta el juicio de amparo indirecto es improcedente, 

ya que en el amparo no cabe aplicar el principio de litis abierta, pues de su regulación se 

advierte que el acto reclamado debe apreciarse tal como aparezca probado ante la 

responsable, lo que significa que en este medio de control constitucional no pueden hacerse 

valer cuestiones no planteadas ante la responsable y, por ende, no es posible esgrimir 

conceptos de violación directamente contra la resolución recurrida en sede administrativa, 

ya que la materia de la litis en el amparo lo es únicamente la resolución recaída al recurso 

administrativo, no así la impugnada en este, a diferencia de lo que ocurre en el juicio de 

nulidad, donde dicho principio sí opera; de ahí que una negativa ficta no puede 

controvertirse eficazmente en el amparo, ya que en su impugnación se requiere que el 

gobernado tenga la posibilidad de formular argumentos no planteados en sede 

administrativa, lo que es propio únicamente del contencioso administrativo. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO 

CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 80/2018. Eduardo Tager Camhi. 29 de noviembre de 2018. 

Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Hugo Luna Baraibar. Secretario: Alejandro Ramos 

García. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 22 de febrero de 2019 a las 10:24 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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NEGATIVA FICTA. ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN 

EL QUE SE RECLAMA ESA FIGURA, DADA SU NATURALEZA JURÍDICA. 

 

Conforme a las diversas opiniones doctrinales sobre el silencio administrativo y a la 

regulación de la negativa ficta en los diferentes ordenamientos jurídicos que la prevén (en 

los ámbitos federal y local), esta figura constituye una ficción legal de carácter procesal que 

nace como un instrumento para la apertura de la vía contenciosa administrativa ante el 

silencio de la autoridad por resolver en forma expresa (por escrito) una instancia, petición o 

recurso, entendiéndose que lo hizo en sentido negativo a los intereses del particular. Por 

otra parte, las reglas que rigen al juicio contencioso administrativo cuando se impugna una 

negativa ficta son: en la demanda de nulidad debe exhibirse copia de la instancia no 



resuelta; en su contestación deben expresarse los fundamentos y motivos en que se apoya la 

negativa; el actor puede ampliar su escrito inicial contra estos y el tribunal administrativo, 

al dictar su sentencia, debe resolver el fondo de la pretensión planteada, reconociendo la 

validez o declarando la nulidad de la resolución ficta. Así, cuando se reclama la negativa 

ficta el juicio de amparo indirecto es improcedente, porque dicha figura es propia del juicio 

contencioso, ya que en este existe la posibilidad de que el particular amplíe la demanda una 

vez que en la contestación se le den a conocer las razones que sustentan esa negativa, 

circunstancia que no sucede en el amparo indirecto, pues la autoridad responsable sólo está 

obligada a rendir el informe justificado, en el que expondrá las razones y fundamentos que 

estime pertinentes para sostener la improcedencia del juicio y la constitucionalidad del acto 

reclamado; y si bien es cierto que existe la diversa regla de que cuando en la demanda de 

amparo se aduzca la falta o insuficiencia de fundamentación y motivación, en su informe, la 

autoridad deberá complementar en esos aspectos el acto reclamado, para que el quejoso 

amplíe su demanda contra esa complementación, también lo es que ello sólo opera 

tratándose de actos materialmente administrativos, no cuando se reclama una resolución 

recaída a un recurso. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO 

CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 80/2018. Eduardo Tager Camhi. 29 de noviembre de 2018. 

Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Hugo Luna Baraibar. Secretario: Alejandro Ramos 

García. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 22 de febrero de 2019 a las 10:24 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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DESPIDO INJUSTIFICADO. CUANDO SE TENGA AL PATRÓN POR CONTESTADA 

LA DEMANDA EN SENTIDO AFIRMATIVO, SIN PRUEBA EN CONTRARIO, LA 

JUNTA DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE DEBE CONSIDERARLO CIERTO. 

 

La sanción procesal prevista en el artículo 879, último párrafo, de la Ley Federal del 

Trabajo, consistente en tener por contestada la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba 

en contrario, permite dar certeza jurídica a las partes sobre lo que implica incumplir con la 

obligación procesal de comparecer a la audiencia de ley, a pesar de encontrarse en la 

oportunidad de hacerlo. Esa determinación no impide al demandado destruir la presunción 



generada, derivada de su omisión de comparecer a la audiencia de ley, pues conforme al 

precepto legal mencionado puede ofrecer aquellas pruebas que demuestren que: a) el actor 

no era trabajador; b) no existió el despido; o c) no son ciertos los hechos de la demanda. Si 

no se ofrecen pruebas o las propuestas carecen de eficacia probatoria, al emitir el fallo, la 

autoridad laboral tendrá por ciertos los hechos de la demanda, entre otros, el despido 

injustificado afirmado por el trabajador. Presunción que es acorde con los artículos 784 y 

804 de la Ley Federal del Trabajo, conforme a los cuales, corresponde al patrón la carga de 

demostrar los elementos esenciales de la relación laboral, entre otros, los relativos a la 

fecha de ingreso y la causa de la rescisión o de terminación de la relación de trabajo, bajo el 

apercibimiento de que, de no satisfacer esa carga probatoria, se presumirán ciertos los 

hechos afirmados por el trabajador. En consecuencia, cuando éste expone en su demanda 

que fue despedido injustificadamente y el demandado no concurre al juicio laboral, ello 

motiva a que se le tenga por contestada la demanda en sentido afirmativo y, al no existir 

prueba en contrario, la Junta debe tener como cierto el despido alegado, sin que pueda 

considerarse necesario que el trabajador demuestre la existencia de la relación laboral, pues 

implicaría imponerle la carga de desvirtuar una excepción que no se hizo valer en el juicio, 

aunado a que se relevaría al demandado de satisfacer la carga procesal que le corresponde. 

 

SEGUNDA SALA 

 

Contradicción de tesis 235/2018. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado en 

Materia de Trabajo del Noveno Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de 

Trabajo del Séptimo Circuito. 14 de noviembre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los 

Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 

Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 

Laynez Potisek. Secretaria: Elizabeth Miranda Flores.  

Tesis y criterio contendientes:  

Tesis IX.T. J/1 (10a.), de título y subtítulo: "CONTESTACIÓN DE DEMANDA EN 

SENTIDO AFIRMATIVO Y CONFESIÓN FICTA DEL PATRÓN EN MATERIA 

LABORAL. NO SON EQUIPARABLES.", aprobada por el Tribunal Colegiado en Materia 

de Trabajo del Noveno Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 

viernes 22 de junio de 2018 a las 10:28 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, Décima Época, Libro 55, Tomo IV, junio de 2018, página 2544, y  

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo 

Circuito, al resolver el amparo directo 831/2017.  

Tesis de jurisprudencia 128/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 

Tribunal, en sesión privada del veintiuno de noviembre de dos mil dieciocho. 

 
Ejecutorias  

Contradicción de tesis 235/2018. 

 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=28353&Clase=DetalleTesisEjecutorias


Esta tesis se publicó el viernes 22 de febrero de 2019 a las 10:24 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

lunes 25 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 
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AVISO DE SUSPENSIÓN DE ACTIVIDADES DE LAS PERSONAS MORALES. LA 

REGLA 2.5.14 DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2015, 

PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 30 DE DICIEMBRE 

DEL 2014, QUE PREVÉ LO RELATIVO A SU TEMPORALIDAD, RESPETA EL 

PRINCIPIO DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA. 

 

La regla mencionada se concreta a detallar, en sus párrafos tercero y quinto, la forma de 

cumplir con la condición de temporalidad, definida de manera obligatoria en el marco 

normativo del aviso de suspensión de actividades del contribuyente previsto en los artículos 

27 del Código Fiscal de la Federación, 29, fracción V, y 30, fracción IV, inciso a), del 

Reglamento del Código Fiscal de la Federación. Al respecto, establece dos precisiones: a) 

la duración de 2 años, prorrogable hasta en una ocasión por 1 año, y b) que al concluir ese 

plazo, el contribuyente deberá presentar el aviso de reanudación o cancelación de 

actividades ante el Registro Federal de Contribuyentes. Ahora bien, la pertinencia de 

referirse al primer aspecto atiende a la naturaleza de la suspensión, que impide al 

contribuyente permanecer en una situación fiscal materialmente equiparable al cese de 

actividades, con la consecuente liberación de manera indefinida de las obligaciones 

expresamente indicadas en las disposiciones de la materia en relación con una situación 

diversa que, por definición, es momentánea o transitoria. El segundo aspecto también se 

considera congruente con la finalidad de desarrollar el supuesto normativo de aplicación de 

las normas legal y reglamentaria, pues no es la regla de la resolución miscelánea fiscal, por 

sí misma, la que vincula al contribuyente a definir su situación fiscal, sino la necesaria 

consecuencia de que la interrupción deje de surtir efectos, la que conlleva que el sujeto de 

la norma modifique y presente el aviso que obedezca a esa circunstancia. En consecuencia, 

la regla 2.5.14. de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2015 respeta el principio de 

subordinación jerárquica, pues no extiende el contenido de la ley ni del reglamento a 

supuestos distintos ni los contradice, sino que es acorde con el elemento de temporalidad 

que desarrolla. 

 

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Contradicción de tesis 21/2018. Entre las sustentadas por el Octavo Tribunal Colegiado y el 

Décimo Segundo Tribunal Colegiado, ambos en Materia Administrativa del Primer 



Circuito. 16 de octubre de 2018. Mayoría de catorce votos de los Magistrados Carlos 

Ronzon Sevilla, Rolando González Licona, Guillermo Arturo Medel García, Pablo 

Domínguez Peregrina, Francisco García Sandoval, María Guadalupe Saucedo Zavala, Jorge 

Arturo Camero Ocampo, Urbano Martínez Hernández, Marco Antonio Cepeda Anaya, 

Carlos Alfredo Soto y Villaseñor, María Guadalupe Molina Covarrubias, José Eduardo 

Alvarado Ramírez, Guadalupe Ramírez Chávez y Guillermina Coutiño Mata. Disidentes: 

Miguel de Jesús Alvarado Esquivel, Salvador González Baltierra, Sergio Urzúa Hernández, 

José Antonio García Guillén, Gaspar Paulín Carmona, Germán Eduardo Baltazar Robles y 

Armando Cruz Espinoza. Ponente: Carlos Ronzon Sevilla. Secretaria: Paola Montserrat 

Guevara Arceo.  

Criterios contendientes:  

El sustentado por el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 

Circuito, al resolver la revisión fiscal 76/2017, y el diverso sustentado por el Décimo 

Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver la 

revisión fiscal 352/2016.  

Nota: En términos del artículo 44, último párrafo, del Acuerdo General 52/2015, del Pleno 

del Consejo de la Judicatura Federal que reforma, adiciona y deroga disposiciones del 

similar 8/2015, relativo a la integración y funcionamiento de los Plenos de Circuito, esta 

tesis forma parte del engrose relativo a la contradicción de tesis 21/2018, resuelta por el 

Pleno en Materia Administrativa del Primer Circuito. 

 
Ejecutorias  

Contradicción de tesis 21/2018. 

Votos  

43111 

 

Esta tesis se publicó el viernes 22 de febrero de 2019 a las 10:24 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

lunes 25 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 
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PERSONAS MORALES CON FINES NO LUCRATIVOS. ES PROCEDENTE EL 

ACREDITAMIENTO DE DEDUCCIONES NO ONEROSAS NI REMUNERATIVAS 

ENTREGADAS AL PÚBLICO EN GENERAL (LEGISLACIONES DEL IMPUESTO AL 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=28349&Clase=DetalleTesisEjecutorias
https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=43111&Clase=VotosDetalleBL


VALOR AGREGADO Y DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, VIGENTES 

EN 2004, 2005, 2006, 2007 Y 2010). 

 

De acuerdo con la interpretación gramatical y aplicación estricta de los artículos 2o.-A, 

fracción I, y 8o. de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, así como 14 del Código Fiscal 

de la Federación, y 19 del reglamento de la primera; las deducciones de donaciones de las 

personas morales con fines no lucrativos (como las asociaciones religiosas), que no reúnan 

los requisitos previstos en el numeral 176, fracción III, de las Leyes del Impuesto sobre la 

Renta vigentes en dichos años, porque aunque sean no remunerativas u onerosas, son 

entregadas al público en general y no a los donatarios y para los fines ahí previstos, serán 

considerados como enajenaciones dentro del régimen general, al que les será aplicable la 

tasa del 0% (cero por ciento), prevista en el numeral 2o.-A, fracción I, inciso i), de la 

legislación del impuesto al valor agregado, por lo que procederá su acreditamiento de 

acuerdo con el numeral 4o. de esta última legislación y, en su caso, su devolución. Sin que 

pueda exigirse para esta última finalidad, el carácter de causante del impuesto sobre la 

renta, porque ello no es un requisito que haya dispuesto el legislador, ni tampoco existe una 

relación causal entre el sistema de renta y el de valor agregado, que amerite vinculación de 

uno con otro, pues la única relación entre ambos es el carácter de deducibilidad que, una 

vez aplicado, impide el acreditamiento en comento. 

 

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Contradicción de tesis 12/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Sexto y 

Décimo Segundo, en contra del criterio sustentado por el Tercero, Décimo Tercero y 

Décimo Quinto, todos en Materia Administrativa del Primer Circuito, así como del Octavo 

Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en 

Naucalpan de Juárez, Estado de México. 27 de noviembre de 2018. Unanimidad de veintiún 

votos de los Magistrados José Antonio García Guillén (Presidente), Carlos Ronzon Sevilla, 

Rolando González Licona, Miguel de Jesús Alvarado Esquivel, Guillermo Arturo Medel 

García, Pablo Domínguez Peregrina, Salvador González Baltierra, Francisco García 

Sandoval, María Guadalupe Saucedo Zavala, Sergio Urzúa Hernández, Jorge Arturo 

Camero Ocampo, Urbano Martínez Hernández, Marco Antonio Cepeda Anaya, Gaspar 

Paulín Carmona, Irma Leticia Flores Díaz, María Guadalupe Molina Covarrubias, Germán 

Eduardo Baltazar Robles, Armando Cruz Espinosa, José Eduardo Alvarado Ramírez, 

Guadalupe Ramírez Chávez y Guillermina Coutiño Mata. Ponente: Miguel de Jesús 

Alvarado Esquivel. Secretaria: Yadira Elizabeth Medina Alcántara.  

Criterios contendientes:  

El sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 

Circuito, al resolver la revisión fiscal 339/2013, el sustentado por el Décimo Segundo 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo 

directo 773/2013, en contra del sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 701/2015, el sustentado 

por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al 



resolver el amparo directo 575/2016, el sustentado por el Décimo Quinto Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver la revisión fiscal 

452/2012, y el diverso sustentado por el Octavo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 

Auxiliar de la Primera Región, con residencia en Naucalpan de Juárez, Estado de México, 

al resolver el amparo directo 798/2013 (cuaderno auxiliar 862/2013).  

Nota: En términos del artículo 44, último párrafo, del Acuerdo General 52/2015, del Pleno 

del Consejo de la Judicatura Federal que reforma, adiciona y deroga disposiciones del 

similar 8/2015, relativo a la integración y funcionamiento de los Plenos de Circuito, esta 

tesis forma parte del engrose relativo a la contradicción de tesis 12/2018, resuelta por el 

Pleno en Materia Administrativa del Primer Circuito. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 01 de marzo de 2019 a las 10:04 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

lunes 04 de marzo de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 
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CARGA DE LA PRUEBA EN EL JUICIO LABORAL. CORRESPONDE AL PATRÓN 

ACREDITAR QUE EL TRABAJADOR, DESPUÉS DE SER REINSTALADO, 

ABANDONÓ EL EMPLEO. 

 

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis de jurisprudencia 

2a./J. 38/95, determinó que la inspección es un medio de prueba establecido expresamente 

en la ley a favor de las partes y si mediante ella el trabajador pretende demostrar la 

existencia de la relación laboral negada por el patrón sin que éste exhiba los documentos 

relativos, debe hacerse efectiva la presunción que como sanción a dicha omisión establece 

la legislación laboral, no siendo permitido que esa presunción se deje de aplicar en favor 

del oferente por el juzgador bajo el pretexto de que se estaría obligando al patrón a lo 

imposible. Posteriormente, en la tesis de jurisprudencia 2a./J. 12/2001, en relación con el 

criterio anterior, estableció que si para desvirtuar dicha presunción el patrón no aporta 

ninguna prueba en contrario, atento a los principios tutelares que rigen en materia laboral 

en favor de la clase trabajadora, ésta resultaría suficiente, por sí sola, para acreditar la 

existencia del vínculo laboral, ya que de no considerarlo así, en el caso de que el trabajador 

no contara con alguna otra prueba para acreditar esa circunstancia, aparte de la inspección 

en los documentos que el patrón tenga la obligación de conservar y exhibir en juicio, 

bastaría con que éste se negara a exhibirlos, para que no se pudiese justificar dicho vínculo, 



no obstante tener a su favor la presunción de certeza de los hechos que con dicha probanza 

se pretendieran acreditar, quedando el trabajador imposibilitado para demostrar la 

existencia de la relación laboral por carecer de otro medio convictivo. Por tanto, conforme a 

dichos criterios, debe señalarse que en el supuesto de que la actora reclame un despido 

injustificado y el patrón, al contestar la demanda afirme que aquél abandonó el trabajo una 

vez que fue reinstalado, siempre y cuando ambas partes coincidan en señalar que el 

trabajador fue reinstalado, es el patrón quien debe probar que aquél abandonó la fuente de 

trabajo; lo anterior, bajo la consideración de que la modalidad de la carga de la prueba 

procura el derecho a un proceso justo y privilegia el conocimiento de la verdad, en la 

medida en que incentiva el equilibrio material entre trabajador y patrón dentro del proceso, 

al fijar el deber de acreditar determinados hechos a la parte que está en un mejor contexto 

de aportar los elementos de convicción inherentes a la relación de trabajo. 

 

DÉCIMO SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL 

PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 331/2017. Carlos Mauricio Cid Ortiz. 24 de mayo de 2017. Unanimidad de 

votos. Ponente: Héctor Pérez Pérez. Secretarios: Valeria Marien Lobato Zepeda y Carlos 

Saucedo Ramírez.  

Nota: Las tesis de jurisprudencia 2a./J. 38/95 y 2a./J. 12/2001, de rubros: "RELACIÓN 

LABORAL, LA PRESUNCIÓN DE SU EXISTENCIA SE ACTUALIZA SI CONFORME 

A LA PRUEBA DE INSPECCIÓN, EL PATRÓN NO EXHIBE LOS DOCUMENTOS 

QUE CONFORME A LA LEY ESTÁ OBLIGADO A CONSERVAR." y "RELACIÓN 

LABORAL. LA PRESUNCIÓN DERIVADA DE LA PRUEBA DE INSPECCIÓN 

SOBRE DOCUMENTOS QUE EL PATRÓN DEBE CONSERVAR Y QUE NO 

PRESENTÓ, ES SUFICIENTE POR SÍ SOLA PARA ACREDITAR DICHA RELACIÓN 

SI NO APARECE DESVIRTUADA POR OTRA PRUEBA." citadas, aparecen publicadas 

en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomos II, agosto de 

1995, página 174 y XIII, marzo de 2001, página 148, respectivamente. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 01 de marzo de 2019 a las 10:04 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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APORTACIONES AL INFONAVIT Y AL SAR. SI EN UN JUICIO SE RECLAMA DEL 

PATRÓN EL CUMPLIMIENTO DE ESA OBLIGACIÓN, BASTA QUE ÉSTE 

JUSTIFIQUE FEHACIENTEMENTE QUE EL TRABAJADOR ESTÁ INSCRITO Y 

ENTERA LAS CUOTAS SIN ADEUDO ANTE EL INSTITUTO MEXICANO DEL 

SEGURO SOCIAL, PARA QUE AQUÉLLAS SE ENTIENDAN CUBIERTAS. 

 

De la interpretación sistemática de los artículos 29, 30 y 31 de la Ley del Instituto del 

Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores y 251, fracciones XII, XIV y XXVI, 

de la Ley del Seguro Social, se advierte que tratándose del entero y cumplimiento de pago 

de las cuotas a cargo del patrón que se constituyen por aportaciones a las subcuentas de 

seguro para el retiro, cesantía en edad avanzada y vejez, y aportaciones a la vivienda, su 

recaudación se da a través de las oficinas o entidades receptoras que para tal efecto ha 

dispuesto el Instituto Mexicano del Seguro Social, siendo dicho ente (único autorizado 

conforme a los citados artículos), quien procede a la distribución de las cantidades que 

corresponden a cada uno de los conceptos que en su conjunto integran el rubro de seguridad 

social, como son los recursos que se proveen a las Administradoras de Fondos para el 

Retiro (Afores), encargadas de administrar fondos de retiro y ahorro de los trabajadores 

afiliados al referido instituto y los recursos de vivienda que son administrados por el 

Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores. Así, el registro sobre la 

individualización de esos recursos en las cuentas individuales de los sistemas de ahorro 

para el retiro, estará a cargo también de las administradoras de fondos para el retiro en los 

términos previstos en la ley y reglamento correspondientes, a través de las unidades 

receptoras facultadas para recibir el pago de esas aportaciones de seguridad social; siendo 

entonces atribución tanto del Instituto Mexicano del Seguro Social como del Instituto del 

Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, recaudar y cobrar las cuotas 

correspondientes, como así se advierte de las fracciones XIV y XXVI del aludido artículo 

251. De ahí que si en un juicio el trabajador reclama el cumplimiento por parte del patrón 

de todos esos deberes derivados de la tutela social que exige el artículo 123 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, bastará que éste demuestre 

fehacientemente que entera al Instituto Mexicano del Seguro Social las cuotas 

correspondientes sin adeudos, para estimar que cumple con las obligaciones en materia de 

seguridad social que le impone la Ley del Seguro Social, como las que derivan del Sistema 

de Ahorro para el Retiro, donde quedan inmersas las aportaciones de vivienda, establecidas 

en la ley del instituto respectivo. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO 

CIRCUITO. 

 

Amparo directo 72/2016. 8 de septiembre de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge 

Toss Capistrán. Secretario: Arturo Navarro Plata.  

Amparo directo 273/2017. 18 de enero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge 

Sebastián Martínez García. Secretario: Ismael Martínez Reyes.  



Amparo directo 1038/2017. 16 de agosto de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Juan 

Carlos Moreno Correa. Secretaria: Lucía del Socorro Huerdo Alvarado.  

Amparo directo 955/2017. 31 de octubre de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge 

Sebastián Martínez García. Secretario: Ismael Martínez Reyes.  

Amparo directo 214/2018. 13 de diciembre de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Juan 

Carlos Moreno Correa. Secretaria: Lucía del Socorro Huerdo Alvarado. 

 
Ejecutorias  

Amparo directo 214/2018. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 01 de marzo de 2019 a las 10:04 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

lunes 04 de marzo de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 
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